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Comunicado de Prensa

En respuesta a manifestaciones del
legislador Muñoz Fonseca 

1. Intervención de esta tarde en control político.

En su alocución de esta tarde el diputado de la Fracción del Partido Unidad Social Cristiana Pedro  Muñoz Fonseca no precisó  la “injerencia” o “influencia”  de magistrados y magistradas en la resolución de casos concretos.  El diputado señaló a La Nación  según la edición impresa del lunes 4 de noviembre :“…Hay una pelea entre dos bandos, y esa división no solo influye en las resoluciones, sino también en los casos que se conocen, en los casos que se desestiman y en los casos que se dejan de  conocer …”. 

El legislador no concretó en su intervención de control político a lo que se refería,  por lo que se reitera lo indicado por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Fernando Cruz Castro en la carta pública divulgada el 5 de noviembre. 

Así mismo el jerarca judicial Fernando Cruz  adelantó, que solicitará este jueves a primera hora  a la Inspección Judicial, que una persona funcionaria se traslade a la mayor brevedad a la Asamblea Legislativa, con el fin que el legislador  rinda una  declaración,  de esta manera se podrá valorar si los actos que refiere el denunciante, ameritan la apertura del régimen disciplinario.

Consejo Superior no reconoció jubilación a funcionaria judicial. En relación con las manifestaciones del  diputado Pedro Muñoz, debe indicarse  que la gestión conocida y resuelta por el Consejo Superior es sobre el reconocimiento de tiempo servido, pues ella laboró por un período de más de seis años en un organismo internacional en Guatemala. 

Lo acordado por el Consejo Superior se resolvió en la sesión número  84 -19  celebrada el 26 de setiembre 2019, el  acta se encuentra disponible en la web judicial en la siguiente dirección: https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/actas-consejo-superior

Para el momento en que la citada funcionaria solicitó  el permiso sin goce de salario, estaba vigente un Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido aplicable en los casos en que personas servidoras judiciales solicitaban permiso para laborar en una institución pública o en un organismo fuera del país. Posteriormente este reglamento fue reformado.  

Es por ello que la discusión y análisis en el Consejo Superior requería  determinar si el reglamento aplicable a la funcionaria Smith era el vigente al momento que ella pide el primer permiso en fecha 1 de setiembre del 2007 o bien el nuevo reglamento aprobado por Corte Plena en el 2014. En una primera oportunidad, se denegó la gestión al aplicar el reglamento actual y no el que estaba vigente cuando a ella se le concedió el permiso sin goce de salario.   

Es así que este tema fue trasladado en tres ocasiones  a la Dirección Jurídica del Poder Judicial,  la cual determinó finalmente en el dictamen N° DJ-C-318-2019 del 16 de agosto de 2019  que “… En el caso objeto de consulta se evidencia que la funcionaria Berenice Smith disfrutó de dos permisos sin goce de salario contemplados dentro de las excepciones establecidas en el artículo 4 del reglamento vigente hasta el 28 de marzo de 2011, para laborar en organizaciones internacionales, de claro interés institucional que va del 01/09/2007 al 16/08/2009 para colaborar en el Proyecto Estado de Derecho a desarrollarse en Guatemala y del 28/09/2009 al 13/02/2014 para formar parte de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), de las Naciones Unidas. Como se advierte, durante la eficacia del acto que otorgó el segundo permiso operó el cambio normativo indicado, habida cuenta que las excepciones aplicables – una de las cuales justificaba la continuidad en el caso de las servidora- fueron eliminadas. No obstante es criterio de esta Dirección Jurídica que para la situación jurídica concreta de la servidora no afecta el cambio normativo por los siguientes motivos.  En el caso de análisis se advierte que a la servidora se le otorgó un permiso para laborar en la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala, acto administrativo adoptado de manera previa al cambio normativo, siendo así que con posterioridad se dieron prórrogas a este permiso original…”. 

Esta sesión fue presidida por el Magistrado Fernando Cruz Castro, en la que puntualizó, según consta el acta señalada: “… Estimo que los dictámenes de la Dirección Jurídica, que fueron tres, le dan sustento técnico  a la decisión mayoritaria del Consejo, otorgando reconocimiento al tiempo en que la abogada Smith Bonilla estuvo trabajando en una misión internacional en Guatemala, con una licencia sin goce de salario, según se expuso. Los argumentos contienen los dictámenes citados, son razonables y bien fundados y por esta razón en este caso he ejercido el doble voto que se prevé en caso de un empate o que no sea posible alcanzar una decisión de toda conformidad. Según lo expresa el criterio de mayoría, se le reconoce el tiempo servido a la funcionaria, tal como lo plantea en su gestión”. 

Tras el acuerdo del Consejo Superior la citada funcionaria debe reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial la suma de ¢46.963.832,65.

Otros temas. Respecto de otros  hechos que mencionó el legislador Muñoz Fonseca en relación con el juzgamiento de personas pertenecientes a una agrupación política,  las mismas se trasladarán al Ministerio Público para que de acuerdo con el ejercicio de la acción penal, valore lo correspondiente.

Sobre el plus que recibe la clase gerencial del Poder Judicial se reitera que, en la sesión de Corte Plena del 16 de octubre del 2018 el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Fernando Cruz Castro renunció al mismo, por ello no recibe ese rubro en su salario. 

Desde que se conoció la aplicación de este componente salarial, el magistrado Cruz Castro se opuso a su  aprobación, tal como consta en el  acta  de Corte Plena de la sesión número 26 de fecha 11 de agosto del 2008. 

Sobre este componente salarial,  estos hechos fueron denunciados penalmente desde el mes de mayo del año 2018. El Ministerio Público tramita tal denuncia  bajo expediente número 18-000176-033-PE.

También desde el año 2017 la constitucionalidad de este tema se encuentra bajo examen en la  Sala Constitucional  expediente número 17-006076-0007-CO. Sobre el trámite que ha tenido la acción de inconstitucionalidad,  se otorgó audiencia a los gremios judiciales, por las implicaciones salariales que puede tener en la estructura salarial de este Poder de la República. 



